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Fortalecimiento de la Contraloría General de la República: implantación del control interno en las entidades públicas
1. Amparo constitucional de la labor de control gubernamental
2. Amparo legal de la labor de control gubernamental
3. Importancia de contar con el sistema de control interno en las entidades del Estado
4. Vigencia del artículo 10° de la Ley N° 28716 y la normatividad infralegal aprobada por la Contraloría General de la República
Con fecha 18 de abril del 2006 fue publicada en el Diario Oficial El Peruano la Ley N° 28716, Ley de Control Interno de las Entidades del Estado, reglamentada por la Contraloría General de la República mediante Resolución N° 320-2006-CG, Normas de Control Interno, y Resolución N° 458-2008-CG, Guía para la Implementación del Sistema de Control Interno de las Entidades del Estado.

En ese sentido, en el presente trabajo analizaremos la importancia de contar con la implantación del Sistema de Control Interno dentro de las Entidades del Estado.
Amparo constitucional de la labor de control gubernamental
El Artículo 82° de la Constitución Política del Perú refiere que la Contraloría General de la República es una Entidad descentralizada de Derecho Público que goza de autonomía conforme a su ley orgánica. Es el órgano superior del Sistema Nacional de Control. Supervisa la legalidad de la ejecución del Presupuesto del Estado, de las operaciones de la deuda pública y de los actos de las instituciones sujetas a control.

Amparo legal de la labor de control gubernamental
Entonces, bajo el Principio de Reserva de Ley 
 
, el Congreso de la República dictó la Ley N° 27785, Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, que -en resumen- define los siguientes conceptos:
a) El Sistema Nacional de Control como el conjunto de Órganos de Control (Contraloría General de la República, Unidades Orgánicas de los Gobiernos Central, Regional y Local, etc., así como las Sociedades de Auditoría), normas, métodos y procedimientos, estructurados e integrados funcionalmente, destinados a conducir y desarrollar el ejercicio del control gubernamental en forma descentralizada. Su actuación comprende todas las actividades y acciones en los campos administrativo, presupuestal, operativo y financiero de las Entidades y alcanza al personal que presta servicios en ellas, independientemente del régimen que las regule.
b) El Control Gubernamental consistente en la supervisión, vigilancia y verificación de los actos y resultados de la gestión pública, en atención al grado de eficiencia, eficacia, transparencia y economía en el uso y destino de los recursos y bienes del Estado, así como del cumplimiento de las normas legales y de los lineamientos de política y planes de acción, evaluando los sistemas de administración, gerencia y control, con fines de su mejoramiento a través de la adopción de acciones preventivas y correctivas pertinentes. A su vez, el Control es Interno (comprendiendo las acciones de cautela previa, simultánea y de verificación posterior que realiza la Entidad sujeta a control, con la finalidad que la gestión de sus recursos, bienes y operaciones se efectúe correcta y eficientemente), y Externo (competiendo únicamente a la Contraloría General de la República, con el objeto de supervisar, vigilar y verificar la gestión, la captación y el uso de los recursos y bienes del Estado).

c) La Contraloría General, ente técnico rector del Sistema Nacional de Control, dotado de autonomía administrativa, funcional, económica y financiera, que tiene por misión dirigir y supervisar con eficiencia y eficacia el control gubernamental, orientando su accionar al fortalecimiento y transparencia de la gestión de las Entidades, la promoción de valores y la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos, así como contribuir con los Poderes del Estado en la toma de decisiones y con la ciudadanía para su adecuada participación en el control social.

d) La Acción de Control, herramienta esencial del Sistema, por la cual el personal técnico de sus órganos conformantes, mediante la aplicación de las normas, procedimientos y principios que regulan el control gubernamental, efectúa la verificación y evaluación, objetiva y sistemática, de los actos y resultados producidos por la Entidad en la gestión y ejecución de los recursos, bienes y operaciones institucionales. Como consecuencia de dichas acciones se emitirán los informes correspondientes, que se formularán para el mejoramiento de la gestión de la Entidad, incluyendo el señalamiento de responsabilidades que, en su caso, se hubieran identificado.

En lo que respecta al Control Gubernamental Interno, la signada Ley N° 28716, Ley de Control Interno de las Entidades del Estado, expresa -en resumen- lo siguiente:

1) El Control Interno es continuo, dinámico y alcanza a la totalidad de la organización y actividades institucionales, desarrollándose en forma previa, simultánea o posterior, teniendo como componentes:

a) El ambiente de control, entendido como el entorno organizacional favorable al ejercicio de prácticas, valores, conductas y reglas apropiadas para el funcionamiento del control interno y una gestión escrupulosa;

b) La evaluación de riesgos, en cuya virtud deben identificarse, analizarse y administrarse los factores o eventos que puedan afectar adversamente el cumplimiento de los fines, metas, objetivos, actividades y operaciones institucionales;

c) Actividades de control gerencial, son las políticas y procedimientos de control que imparte la dirección, gerencia y los niveles ejecutivos competentes, en relación con las funciones asignadas al personal, a fin de asegurar el cumplimiento de los objetivos de la Entidad;

d) Las actividades de prevención y monitoreo, referidas a las acciones que deben ser adoptadas en el desempeño de las funciones asignadas, a fin de cuidar y asegurar respectivamente, su idoneidad y calidad para la consecución de los objetivos del control interno;

e) Los sistemas de información y comunicación, a través de los cuales el registro, procesamiento, integración y divulgación de la información, con bases de datos y soluciones informáticas accesibles y modernas, sirva efectivamente para dotar de confiabilidad, transparencia y eficiencia a los procesos de gestión y control interno institucional;

f) El seguimiento de resultados, consistente en la revisión y verificación actualizadas sobre la atención y logros de las medidas de control interno implantadas, incluyendo la implementación de las recomendaciones formuladas en sus informes por los Órganos del Sistema Nacional de Control;

g) Los compromisos de mejoramiento, por cuyo mérito los órganos y personal de la administración institucional efectúan autoevaluaciones conducentes al mejor desarrollo del control interno e informan sobre cualquier desviación o deficiencia susceptible de corrección, obligándose a dar cumplimiento a las disposiciones o recomendaciones que se formulen para la mejora u optimización de sus labores.

2) Asimismo, constituye obligación del Titular y funcionarios de la Entidad, relativas a la implantación y funcionamiento del control interno:
· Documentar y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de gestión y control interno, referidas, entre otros aspectos, a: la competencia y responsabilidad de los niveles funcionales encargados de la autorización y aprobación de los actos y operaciones de la Entidad; la protección y conservación de los bienes y recursos institucionales; la ejecución y sustentación de gastos, inversiones, contrataciones y todo tipo de egreso económico en general; el establecimiento de los registros correspondientes respecto a las transacciones y operaciones de la Entidad, así como a su conciliación; los sistemas de procesamiento, uso y control de la información, documentación y comunicaciones institucionales.
· Disponer inmediatamente las acciones correctivas pertinentes, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades.
· Implementar oportunamente las recomendaciones y disposiciones emitidas por la propia Entidad (informe de autoevaluación), los Órganos del Sistema Nacional de Control y otros Entes de fiscalización que correspondan.
3) Es responsabilidad de la Contraloría General de la República, los Órganos de Control Institucional y las Sociedades de Auditoría, la evaluación del control interno en las Entidades del Estado.

4) La Contraloría General de la República dicta la normativa técnica de control que oriente la efectiva implantación y funcionamiento del control interno en las Entidades del Estado, así como su respectiva evaluación.

Atendiendo a esto último, la Contraloría General de la República emitió la Resolución N° 320-2006-CG, Normas de Control Interno, y la Resolución N° 458-2008-CG, Guía para la Implementación del Sistema de Control Interno de las Entidades del Estado.

La primera de ellas, refiere que las Normas de Control Interno constituyen lineamientos, criterios, métodos y disposiciones para la aplicación y regulación del control interno en las principales áreas de la actividad administrativa u operativa de las Entidades, incluidas las relativas a la gestión financiera, logística, de personal, de obras, de sistemas de información y de valores éticos, entre otras. Se dictan con el propósito de promover una administración adecuada de los recursos públicos en las Entidades del Estado. Asimismo, es un proceso integral efectuado por el titular, funcionarios y servidores de una Entidad, diseñado para enfrentar a los riesgos y para dar seguridad razonable de que, en la consecución de la misión de la Entidad, se alcanzarán los siguientes objetivos gerenciales:

· Promover la eficiencia, eficacia, transparencia y economía en las operaciones de la Entidad, así como la calidad de los servicios públicos que presta.

· Cuidar y resguardar los recursos y bienes del Estado contra cualquier forma de pérdida, deterioro, uso indebido y actos ilegales, así como, en general, contra todo hecho irregular o situación perjudicial que pudiera afectarlos.

· Garantizar la confiabilidad y oportunidad de la información.

· Promover el cumplimiento de los funcionarios o servidores públicos de rendir cuentas por los fondos y bienes públicos a su cargo o por una misión u objetivo encargado y aceptado.
Pero, para la contribuir con el fortalecimiento del control interno en las Entidades, el Titular o funcionario que se designe, debe asumir el compromiso de implementar los siguientes criterios:

· Apoyo institucional a los controles internos: El titular, funcionarios y personal de la Entidad deben mostrar y mantener una actitud positiva y de apoyo al funcionamiento adecuado de los controles internos.

· Responsabilidad sobre la gestión: Todo funcionario público tiene el deber de rendir cuenta ante una autoridad superior y ante el público por los fondos o bienes públicos a su cargo o por una misión u objetivo encargado y aceptado.

· Clima de confianza en el trabajo: El titular y los funcionarios deben fomentar un apropiado clima de confianza que asegure el adecuado flujo de información entre los empleados de la Entidad. La confianza permite promover una atmósfera laboral propicia para el funcionamiento de los controles internos, teniendo como base la seguridad y cooperación recíprocas entre las personas así como su integridad y competencia, cuyo entorno retroalimenta el cumplimiento de los deberes y los aspectos de la responsabilidad.

· Transparencia en la gestión gubernamental: La transparencia en la gestión de los recursos y bienes del Estado, comprende tanto la obligación de la Entidad pública de divulgar información sobre las actividades ejecutadas relacionadas con el cumplimiento de sus fines así como la facultad del público de acceder a tal información, para conocer y evaluar en su integridad, el desempeño y la forma de conducción de la gestión gubernamental.

· Seguridad razonable sobre el logro de los objetivos del control interno: La estructura de control interno efectiva proporciona seguridad razonable sobre el logro de los objetivos trazados. El titular o funcionario designado de cada Entidad debe identificar los riesgos que implican las operaciones y, estimar sus márgenes aceptables en términos cuantitativos y cualitativos, de acuerdo con las circunstancias.

En base a ello, las Normas de Control Interno se agrupan en cinco (5) componentes, como sigue:

1) Ambiente de Control: Define el establecimiento de un entorno organizacional favorable al ejercicio de buenas prácticas, valores, conductas y reglas apropiadas, para sensibilizar a los miembros de la Entidad y generar una cultura de control interno.
1.1) Filosofía de la Dirección. La filosofía y estilo de la Dirección comprende la conducta y actitudes que deben caracterizar a la gestión de la Entidad con respecto del control interno. Debe tender a establecer un ambiente de confianza positivo y de apoyo hacia el control interno, por medio de una actitud abierta hacia el aprendizaje y las innovaciones, la transparencia en la toma de decisiones, una conducta orientada hacia los valores y la ética, así como una clara determinación hacia la medición objetiva del desempeño, entre otros.
Comentario:

El titular o funcionario designado debe evaluar y supervisar continuamente el funcionamiento adecuado del control interno en la Entidad y transmitir en todos los niveles, de manera explícita y permanente, su compromiso con el mismo.

El ambiente de confianza incluye la existencia de mecanismos que favorezcan la retroalimentación permanente para la mejora continua. Esto implica que todo asunto que interfiera con el desempeño organizacional, de los procesos, actividades y tareas pueda ser detectado y transmitido oportunamente para su corrección oportuna.
1.2) Integridad y los valores éticos. La integridad y valores éticos del titular, funcionarios y servidores determinan sus preferencias y juicios de valor, los que se traducen en normas de conducta y estilos de gestión. El titular o funcionario designado y demás empleados deben mantener una actitud de apoyo permanente hacia el control interno con base en la integridad y valores éticos establecidos en la Entidad.
Comentario:

El titular o funcionario designado debe incorporar estos principios y valores como parte de la cultura organizacional, de manera que subsistan a los cambios de las personas que ocupan temporalmente los cargos en una Entidad. También debe contribuir a su fortalecimiento en el marco de la vida institucional y su entorno.

1.3) Administración estratégica. Las Entidades del Estado requieren la formulación sistemática y positivamente correlacionada con los planes estratégicos y objetivos para su administración y control efectivo, de los cuales se derivan la programación de operaciones y sus metas asociadas, así como su expresión en unidades monetarias del presupuesto anual.

Comentario:

Se entiende por administración estratégica al proceso de planificar, con componentes de visión, misión, metas y objetivos estratégicos. En tal sentido, toda Entidad debe buscar tender a la elaboración de sus planes estratégicos y operativos gestionándolos. En una Entidad sin administración estratégica, el control interno carecería de sus fundamentos más importantes y sólo se limitaría a la verificación del cumplimiento de ciertos aspectos formales.
1.4) Estructura organizacional. El titular o funcionario designado debe desarrollar, aprobar y actualizar la estructura organizativa en el marco de eficiencia y eficacia que mejor contribuya al cumplimiento de sus objetivos y a la consecución de su misión.
Comentario:

La determinación de la Estructura Organizativa debe traducirse en definiciones acerca de normas, procesos de programación de puestos y contratación del personal necesario para cubrir dichos puestos; y, respecto de los recursos materiales debe programarse la adquisición de bienes y contratación de servicios requeridos, así como la estructura de soporte para su administración, incluyendo la programación y administración de los recursos financieros.

Las Entidades públicas deben diseñar su estructura orgánica que debe considerar Unidades, así como los procesos, operaciones, tipo y grado de autoridad en relación con los niveles jerárquicos, canales y medios de comunicación, y las instancias de coordinación interna e interinstitucional que resulten apropiadas. El resultado de toda esta labor debe formalizarse en manuales de procesos, de organización y funciones y organigramas.

1.5) Administración de recursos humanos. Es necesario que el titular o funcionario designado establezca políticas y procedimientos necesarios para asegurar una apropiada planificación y administración de los recursos humanos de la Entidad, de manera que se garantice el desarrollo profesional y asegure la transparencia, eficacia y vocación de servicio a la comunidad.
Comentario:

El titular o funcionario designado debe definir políticas y procedimientos adecuados que garanticen la correcta selección, inducción y desarrollo del personal. Las actividades de reclutamiento y contratación, que forman parte de la selección, deben llevarse a cabo de manera ética. En la inducción deben considerarse actividades de integración del recurso humano en relación con el nuevo puesto tanto en términos generales como específicos. En el desarrollo de personal se debe considerar la creación de condiciones laborales adecuadas, la promoción de actividades de capacitación y formación que permitan al personal aumentar y perfeccionar sus capacidades y habilidades, la existencia de un sistema de evaluación del desempeño objetivo, rendición de cuentas e incentivos que motiven la adhesión a los valores y controles institucionales.
1.6) Competencia profesional. El titular o funcionario designado debe reconocer como elemento esencial la competencia profesional del personal, acorde con las funciones y responsabilidades asignadas en las Entidades del Estado.
Comentario:

La competencia incluye el conocimiento, capacidades y habilidades necesarias para ayudar a asegurar una actuación ética, ordenada, económica, eficaz y eficiente, al igual que un buen entendimiento de las responsabilidades individuales relacionadas con el control interno.

Asimismo, tanto el titular como los demás funcionarios y servidores de la Entidad deben mantener el nivel de competencia que les permita entender la importancia del desarrollo, implantación y mantenimiento de un buen control interno, y practicar sus deberes para poder alcanzar los objetivos de éste y la misión de la Entidad.

1.7) Asignación de autoridad y responsabilidades. Es necesario asignar claramente al personal sus deberes y responsabilidades, así como establecer relaciones de información, niveles y reglas de autorización, así como los límites de su autoridad.

Comentario:

La asignación de autoridad y responsabilidad debe estar definida y contenida en los documentos normativos de la Entidad, los cuales deben ser de conocimiento del personal en general.

En igual sentido, todo el personal debe asumir sus responsabilidades en relación con las funciones y autoridad asignadas al cargo que ocupa; siendo además que cada funcionario o servidor público es responsable de sus actos y debe rendir cuenta de los mismos.
1.8) Órgano de Control Institucional. La existencia de actividades de control interno a cargo de la correspondiente unidad orgánica especializada denominada Órgano de Control Institucional, que debe estar debidamente implementada, contribuye de manera significativa al buen ambiente de control.
Comentario:

Los productos generados por el Órgano de Control Institucional no deben limitarse a evaluar los procesos de control vigentes, sino que deben extenderse a la identificación de necesidades u oportunidades de mejora en los demás procesos de la Entidad, tales como aquellos relacionados con la confiabilidad de los Registros y Estados Financieros, la calidad de los productos y servicios y la eficiencia de las operaciones, entre otros.
2) Evaluación de Riesgos: Abarca el proceso de identificación y análisis de los riesgos a los que está expuesta la Entidad para el logro de sus objetivos y la elaboración de una respuesta apropiada a los mismos. La evaluación de riesgos es parte del proceso de administración de riesgos, e incluye: planeamiento, identificación, valoración o análisis, manejo o respuesta y el monitoreo de los riesgos de la Entidad.
2.1)
Planeamiento de la gestión de riesgos. Es el proceso de desarrollar y documentar una estrategia clara, organizada e interactiva para identificar y valorar los riesgos que puedan impactar en una Entidad impidiendo el logro de los objetivos. Se deben desarrollar planes, métodos de respuesta y monitoreo de cambios, así como un programa para la obtención de los recursos necesarios para definir acciones en respuesta a riesgos.
Comentario:

El riesgo se define como la posibilidad de que un evento ocurra y afecte de manera adversa el logro de los objetivos de la Entidad, impidiendo la creación de valor o erosionando el valor existente. A su vez combina la probabilidad de que ocurra un evento negativo con cuánto daño causaría (impacto).

De otro lado, el planeamiento de la administración de riesgos puede ser específico en algunas áreas, como en la asignación de responsabilidades y en la definición del entrenamiento necesario que el personal debe tener para un mejor manejo y monitoreo de los riesgos, entre otros.

2.2)
Identificación de los riesgos. Es la tipificación de todos los riesgos que pueden afectar el logro de los objetivos de la Entidad debido a factores externos o internos. Los factores externos incluyen factores económicos, medioambientales, políticos, sociales y tecnológicos. Los factores internos reflejan las selecciones que realiza la administración e incluyen la infraestructura, personal, procesos y tecnología.
Comentario:

Debe identificarse los eventos externos e internos que afectan o puedan afectar a la Entidad. Dichos eventos, si ocurren, tienen un impacto positivo, negativo o una combinación de ambos. Por lo tanto, los eventos con signo negativo representan riesgos y requieren de evaluación y respuesta por parte del órgano competente de la Entidad. De otro lado, los eventos con signo positivo representan oportunidades y compensan los impactos negativos de los riesgos. En términos generales, una fuente de identificación son los análisis de fortalezas-oportunidades-debilidades-amenazas que realizan las Entidades como parte del proceso de planeamiento estratégico, en tanto éstos hayan sido correctamente elaborados.
2.3)
Valoración de los riesgos. Permite a la Entidad considerar cómo los riesgos potenciales pueden afectar el logro de sus objetivos. Se inicia con un estudio detallado de los temas puntuales sobre riesgos que se hayan decidido evaluar. El propósito es obtener la suficiente información acerca de las situaciones de riesgo para estimar su probabilidad de ocurrencia, tiempo, respuesta y consecuencias.

Comentario:

La administración debe valorar los riesgos a partir de dos perspectivas: probabilidad e impacto. Probabilidad representa la posibilidad de ocurrencia, mientras que el impacto representa el efecto debido a su ocurrencia.
2.4)
Respuesta al riesgo. La administración identifica las opciones de respuesta al riesgo considerando la probabilidad y el impacto en relación con la tolerancia al riesgo y su relación costo-beneficio. La consideración del manejo del riesgo y la selección e implementación de una respuesta son parte integral de la administración de los riesgos.

Comentario:

Las respuestas al riesgo son evitar, reducir, compartir y aceptar. Evitar el riesgo implica prevenir las actividades que los originan. La reducción incluye los métodos y técnicas específicas para lidiar con ellos, identificándolos y proveyendo una acción para la reducción de su probabilidad e impacto. El compartirlo reduce la probabilidad o el impacto mediante la transferencia u otra manera de compartir una parte del riesgo. La aceptación no realiza acción alguna para afectar la probabilidad o el impacto.
3) Actividades de Control Gerencial: Comprende políticas y procedimientos establecidos para asegurar que estén llevándose a cabo las acciones necesarias en la administración de los riesgos que pueden afectar los objetivos de la Entidad, contribuyendo a asegurar el cumplimiento de estos.
3.1)
Procedimientos de autorización y aprobación. La responsabilidad por cada proceso, actividad o tarea organizacional debe ser claramente definida, específicamente asignada y formalmente comunicada al funcionario respectivo. La ejecución de los procesos, actividades, o tareas debe contar con la autorización y aprobación de los funcionarios con el rango de autoridad respectivo.
3.2)
Segregación de funciones. La segregación de funciones en los cargos o equipos de trabajo debe contribuir a reducir los riesgos de error o fraude en los procesos, actividades o tareas. Es decir, un solo cargo o equipo de trabajo no debe tener el control de todas las etapas clave en un proceso, actividad o tarea.
Comentario:

Las funciones deben establecerse sistemáticamente a un cierto número de cargos para asegurar la existencia de revisiones efectivas, debiendo incluir autorización, procesamiento, revisión, control, custodia, registro de operaciones y archivo de la documentación.

Asimismo, debe estar asignada en función de la naturaleza y volumen de operaciones de la Entidad.

En igual sentido, la rotación de funcionarios o servidores públicos puede ayudar a evitar la colusión, toda vez que impide que una persona sea responsable de aspectos claves por un excesivo período de tiempo.
3.3)
 Evaluación costo-beneficio. El diseño e implementación de cualquier actividad o procedimiento de control deben ser precedidos por una evaluación de costo-beneficio considerando como criterios la factibilidad y la conveniencia en relación con el logro de los objetivos, entre otros.

Comentario:

Debe considerarse como premisa básica que el costo de establecer un control no supere el beneficio de él se pueda obtener. Para ello la evaluación de los controles debe hacerse a través de dos criterios: factibilidad y conveniencia.

Al respecto, la factibilidad tiene que ver con la capacidad de la Entidad de implantar y aplicar el control eficazmente, lo que está determinado, fundamentalmente, por su disponibilidad de recursos, incluyendo personal con capacidad para ejecutar los procedimientos y medidas del caso y obtener los objetivos de control pretendidos.

Y, por su parte la conveniencia se relaciona con los beneficios esperados en comparación con los recursos invertidos, y con la necesidad que los controles se acoplen de manera natural a los procesos, actividades y tareas de los empleados y se conviertan en parte de ellos.

3.4)
Controles sobre el acceso a los recursos o archivos. El acceso a los recursos o archivos debe limitarse al personal autorizado que sea responsable por la utilización o custodia de los mismos. La responsabilidad en cuanto a la utilización y custodia debe evidenciarse a través del registro en recibos, inventarios o cualquier otro documento o medio que permita llevar un control efectivo sobre los recursos o archivos.
3.5)
Verificaciones y conciliaciones. Los procesos, actividades o tareas significativos deben ser verificados antes y después de realizarse, así como también deben ser finalmente registrados y clasificados para su revisión posterior.

3.6)
Evaluación de desempeño. Debe efectuarse una evaluación permanente de la gestión tomando como base regular los planes organizacionales y las disposiciones normativas vigentes, para prevenir y corregir cualquier eventual deficiencia o irregularidad que afecte los principios de eficiencia, eficacia, economía y legalidad aplicables.
Comentario:

Una medida de evaluación del desempeño en cuanto a procesos u operaciones lo pueden brindar los indicadores. Estos constituyen una herramienta para evaluar el logro de los objetivos y metas y asegurar el adecuado funcionamiento del sistema a través de la aplicación de las actividades de control gerencial destinadas a minimizar los riesgos de la Entidad. A partir de ellos puede diseñarse un sistema de alerta temprano que permita identificar con anticipación los factores que pueden afectar el logro de objetivos y metas, cuantificando su incidencia.

3.7)
Rendición de cuentas. La Entidad, los titulares, funcionarios y servidores públicos están obligados a rendir cuentas por el uso de los recursos y bienes del Estado, el cumplimiento misional y de los objetivos institucionales, así como el logro de los resultados esperados, para cuyo efecto el sistema de control interno establecido deberá brindar la información y el apoyo pertinente.
3.8)
Documentación de procesos, actividades y tareas. Los procesos, actividades y tareas deben estar debidamente documentados para asegurar su adecuado desarrollo de acuerdo con los estándares establecidos, facilitar la correcta revisión de los mismos y garantizar la trazabilidad de los productos o servicios generados.
3.9)
Revisión de procesos, actividades y tareas. Los procesos, actividades y tareas deben ser periódicamente revisados para asegurar que cumplen con los reglamentos, políticas, procedimientos vigentes y demás requisitos. Este tipo de revisión en una Entidad debe ser claramente distinguido del seguimiento del control interno.
3.10) Controles para las Tecnologías de la Información y Comunicaciones (TIC). La información de la Entidad es provista mediante el uso de Tecnologías de la Información y Comunicaciones (TIC), la cuales abarcan datos, sistemas de información, tecnología asociada, instalaciones y personal. También incluyen controles que garantizan el procesamiento de la información para el cumplimiento misional y de los objetivos de la Entidad, debiendo estar diseñados para prevenir, detectar y corregir errores e irregularidades mientras la información fluye a través de los sistemas.

4) Información y Comunicación: Son los métodos, procesos, canales, medios y acciones que, con enfoque sistémico y regular, aseguren el flujo de información en todas las direcciones con calidad y oportunidad; permitiendo cumplir con las responsabilidades individuales y grupales.
4.1) Funciones y características de la información. La información es resultado de las actividades operativas, financieras y de control provenientes del interior o exterior de la Entidad. Debe transmitir una situación existente en un determinado momento reuniendo las características de confiabilidad, oportunidad y utilidad con la finalidad que el usuario disponga de elementos esenciales en la ejecución de sus tareas operativas o de gestión.

Comentario:

La información debe ser fidedigna con los hechos que describe. En este sentido, para que ésta resulte representativa debe satisfacer requisitos de oportunidad, accesibilidad, integridad, precisión, certidumbre, racionalidad, actualización y objetividad.
4.2) Información y responsabilidad. La información debe permitir a los funcionarios y servidores públicos cumplir con sus obligaciones y responsabilidades. Los datos pertinentes deben ser captados, identificados, seleccionados, registrados, estructurados en información y comunicados en tiempo y forma oportuna.
4.3) Calidad y suficiencia de la información. El Titular o funcionario designado debe asegurar la confiabilidad, calidad, suficiencia, pertinencia y oportunidad de la información que se genere y comunique. Para ello debe diseñarse, evaluarse e implementarse mecanismos necesarios que aseguren las características con las que debe contar toda información útil como parte del sistema de control interno.

4.4) Sistemas de información. Los sistemas de información diseñados e implementados por la Entidad constituyen un instrumento para el establecimiento de las estrategias organizacionales y, por ende, para el logro de los objetivos y las metas. Por ello deberá ajustarse a las características, necesidades y naturaleza de la Entidad. De este modo, el sistema de información provee la información como insumo para la toma de decisiones, facilitando y garantizando la transparencia en la rendición de cuentas.

Comentario:

Los sistemas de información deben estar orientados a integrar las operaciones de la Entidad, de preferencia y dependiendo del caso en tiempo real. La calidad de los sistemas de información debe asegurarse por medio de la elaboración de procedimientos documentados.

4.5) Flexibilidad al cambio. Los sistemas de información deben ser revisados periódicamente, y de ser necesario, rediseñados cuando se detecten deficiencias en sus procesos y productos. Cuando la Entidad cambie objetivos y metas, estrategia, políticas y programas de trabajo, entre otros, debe considerarse el impacto en los sistemas de información para adoptar las acciones necesarias.
4.6) Archivo institucional. El Titular o funcionario designado debe establecer y aplicar políticas y procedimientos de archivo adecuados para la preservación y conservación de los documentos e información de acuerdo con su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico, tales como los informes y registros contables, administrativos y de gestión, entre otros, incluyendo las fuentes de sustento.
Comentario:

Corresponde a la administración establecer procedimientos y políticas que deben observarse en la conservación y mantenimiento de archivos electrónicos, magnéticos y físicos según el caso, con base en las disposiciones técnicas y jurídicas que emiten los órganos competentes y que apoyen los elementos del sistema de control interno.

4.7) Comunicación interna. Es el flujo de mensajes dentro de una red de relaciones interdependientes que fluye hacia abajo, a través de y hacia arriba de la estructura de la Entidad, con la finalidad de obtener un mensaje claro y eficaz. Asimismo debe servir de control, motivación y expresión de los usuarios.
4.8)
Comunicación externa. Debe estar orientada a asegurar que el flujo de mensajes e intercambio de información con los clientes, usuarios y ciudadanía en general, se lleve a cabo de manera segura, correcta y oportuna, generando confianza e imagen positivas a la Entidad.
4.9)
Canales de comunicación. Son medios diseñados de acuerdo con las necesidades de la Entidad y que consideran una mecánica de distribución formal, informal y multidireccional para la difusión de la información. Asimismo, deben asegurar que la información llegue a cada destinatario en la cantidad, calidad y oportunidad requeridas para la mejor ejecución de los procesos, actividades y tareas.
5) Supervisión: El sistema de control interno debe ser objeto de supervisión para valorar la eficacia y calidad de su funcionamiento en el tiempo y permitir su retroalimentación. Para ello la supervisión, identificada también como seguimiento, comprende un conjunto de actividades de autocontrol incorporadas a los procesos y operaciones de la Entidad, con fines de mejora y evaluación. Dichas actividades se llevan a cabo mediante la prevención y monitoreo, el seguimiento de resultados y los compromisos de mejoramiento.
5.1.
Normas básicas para las actividades de prevención y monitoreo.

5.1.1.
Prevención y monitoreo. El monitoreo de los procesos y operaciones de la Entidad permitirá conocer oportunamente si éstos se realizan de forma adecuada para el logro de sus objetivos y si en el desempeño de las funciones asignadas se adoptan las acciones de prevención, cumplimiento y corrección necesarias para garantizar la idoneidad y calidad de los mismos.
5.1.2.
Monitoreo oportuno del control interno. La implementación de las medidas de control interno sobre los procesos y operaciones de la Entidad, debe ser objeto de monitoreo oportuno con el fin de determinar su vigencia, consistencia y calidad, así como para efectuar las modificaciones que sean pertinentes para mantener su eficacia. El monitoreo se realiza mediante el seguimiento continuo o evaluaciones puntuales.

5.2.
Normas básicas para el seguimiento de resultados.
5.2.1. Reporte de deficiencias. Las debilidades y deficiencias detectadas como resultado del proceso de monitoreo deben ser registradas y puestas a disposición de los responsables con el fin de que tomen las acciones necesarias para su corrección.
5.2.2. Seguimiento e implantación de medidas correctivas. Cuando se detecte o informe sobre errores o deficiencias que constituyan oportunidades de mejora, la Entidad deberá adoptar las medidas que resulten más adecuadas para los objetivos y recursos institucionales, efectuándose el seguimiento correspondiente a su implantación y resultados. El seguimiento debe asegurar, asimismo, la adecuada y oportuna implementación de las recomendaciones producto de las observaciones de las acciones de control.
Comentario:

La efectividad del sistema de control interno depende, en buena parte, de que los errores, deficiencias o desviaciones en la gestión sean identificados y comunicados oportunamente a quien corresponda en la Entidad para que determine la solución correspondiente que favorezca la consecución de los objetivos institucionales del control interno. Cuando la persona que descubra una oportunidad de mejora, no disponga de autoridad suficiente para disponer las medidas preventivas o correctivas necesarias, deberá comunicar inmediatamente al funcionario superior competente para que éste tome la decisión pertinente con el fin que establezca la acción o solución respectiva.

5.3. Normas básicas para los compromisos de mejoramiento.

5.3.1.
Autoevaluación. Se debe promover y establecer la ejecución periódica de autoevaluaciones sobre la gestión y el control interno de la Entidad, por cuyo mérito podrá verificarse el comportamiento institucional e informarse las oportunidades de mejora identificadas. Corresponde a sus órganos y personal competente dar cumplimiento a las disposiciones o recomendaciones derivadas de la respectiva autoevaluación, mediante compromisos de mejoramiento institucional.
5.3.2.
Evaluaciones independientes. Se deben realizar evaluaciones independientes a cargo de los órganos de control competentes para garantizar la valoración y verificación periódica e imparcial del comportamiento del sistema de control interno y del desarrollo de la gestión institucional, identificando las deficiencias y formulando las recomendaciones oportunas para su mejoramiento.
En igual sentido, la Guía para la Implementación del Sistema de Control Interno de las Entidades del Estado tiene como objetivo principal proveer de lineamientos, herramientas y métodos a las Entidades del Estado para la implementación de los componentes que conforman el Sistema de Control Interno establecidos en las Normas de Control Interno.

Asimismo, ofrece una estructura y metodología enunciativa mas no limitativa, que sirve de marco de referencia para que las Entidades desarrollen la implementación de su sistema de control interno de manera homogénea en lo general y de acuerdo con su naturaleza, cultura organizacional, complejidad operativa, atribuciones, circunstancias, presupuesto, infraestructura, entorno normativo y nivel de automatización que le corresponde a cada Entidad pública en lo particular.
Por lo tanto, para el proceso de implementación del Sistema de Control Interno, la guía considera tres fases:
· Planificación, la cual tiene como objetivo la formulación de un Plan de Trabajo que incluya los procedimientos orientados a implementar adecuadamente el Sistema de Control Interno, en base a un diagnóstico previamente elaborado. Son aspectos inherentes a esta fase asegurar el compromiso de la Alta Dirección y la conformación de un comité de Control Interno;

· Ejecución, en la que se implantará el Sistema de Control Interno en sus procesos, actividades, recursos, operaciones y actos institucionales, para lo cual la Entidad procede al desarrollo del Plan de Trabajo para la implantación del referido sistema;

· Y, Evaluación, en la que se evalúan los avances logrados y las limitaciones encontradas en el proceso de implementación como parte de la autoevaluación mencionada en el componente de Supervisión.

Adicionalmente, debe tomarse en consideración que para implementar un Sistema de Control Interno eficaz es la constitución de un Comité de Control Interno encargado de poner en marcha las acciones necesarias para la adecuada implementación del mencionado sistema y su eficaz funcionamiento, a través de la mejora continua.

El Comité, cuyos integrantes serán designados por la Alta Dirección, considerará lo siguiente, entre otros aspectos:

· Dependerá directamente del Titular de la Entidad.

· Contará con miembros titulares y suplentes.

· Se reunirá las veces necesarias, siendo recomendable que por cada reunión se elabore un acta que contenga los compromisos contraídos.

· Propondrá al Titular, la capacitación al personal de la Entidad sobre el marco conceptual y normativo del Control Interno, facilitando el desarrollo de todas las acciones necesarias para la implementación.

· Realizará, con el apoyo de todos los funcionarios encargados y responsables de cada una de las unidades orgánicas (área, departamento, división, unidad, jefatura entre otros), el diagnóstico sobre el citado sistema de la Entidad.

· Coordinará las acciones para el proceso de implementación, así como informará sobre seguimiento de los avances.

La participación del Jefe de OCI o su representante se da en calidad de veedor en las sesiones, procesos o actos que realice el Comité.
Importancia de contar con el sistema de control interno en las entidades del Estado
Siguiendo con lo expuesto en Rubros que anteceden, resulta claro que contar con un eficiente Sistema de Control Interno nos permitirá tener mayor control en el gasto; es decir, en la Ejecución Presupuestaria 
, sea en materia de personal 
, bienes y servicios 
, e inversiones 
.

Para ello, debemos tener en cuenta que el Presupuesto de la República para el Ejercicio Fiscal 2011 (PIA) fue aprobado en S/. 88,460,589,913.00, incrementado (PIM) a la fecha (21 de agosto del 2011) en S/. 105,456,489,204.00, divididos en los siguientes Niveles de Gobierno:

	Nivel
	PIA
	PIM

	Gobierno Nacional:
	62,593,785,792.00
	67,671,056,469.00

	Gobierno Regional:
	13,839,277,025.00
	18,597,238,431.00

	Gobierno Local:
	12,027,527,096.00
	19,188,194,304.00

	Total:
	88,460,589,913.00
	105,456,489,204.00


Sin embargo, a la fecha solamente se ha ejecutado (girado) el 53.1 % Gobierno Nacional, 37.9 % Gobierno Local; y 48.7 % Gobierno Regional; ello, sin tomar en consideración la calidad del gasto, vale decir, si lo ejecutado responde necesaria y obligatoriamente al cumplimiento estricto de la normatividad legal e infralegal vigentes.

Dicho esto, tenemos que bajo el Principio de Legalidad 
 todos los funcionarios y servidores se encuentran obligados a actuar con respeto a la Constitución, la Ley y al Derecho, dentro de las facultades que les hayan sido expresamente atribuidas.

Al respecto, la Ley de Procedimiento Administrativo General 
 refiere que los funcionarios y servidores públicos de la Entidad Pública contratante, independientemente de su régimen laboral o contractual, incurren en falta administrativa en el trámite de los procedimientos administrativos a su cargo y, por ende, son susceptibles de ser sancionados administrativamente en caso de:
1. Negarse a recibir injustificadamente solicitudes, recursos, declaraciones, informaciones o expedir constancia sobre ellas.

2. No entregar, dentro del término legal, los documentos recibidos a la autoridad que deba decidir u opinar sobre ellos.

3. Demorar injustificadamente la remisión de datos, actuados o expedientes solicitados para resolver un procedimiento o la producción de un acto procesal sujeto a plazo determinado dentro del procedimiento administrativo.

4. Resolver sin motivación algún asunto sometido a su competencia.

5. Ejecutar un acto que no se encuentre expedito para ello.

6. No comunicar dentro del término legal la causal de abstención en la cual se encuentra incurso.

7. Dilatar el cumplimiento de mandatos superiores o administrativo o contradecir sus decisiones.

8. Intimidar de alguna manera a quien desee plantear queja administrativa o contradecir sus decisiones.

9. Incurrir en ilegalidad manifiesta.

10. Difundir de cualquier modo o permitir el acceso a la información confidencial a que se refiere el numeral 160.1 de esta Ley.
Asimismo, la citada norma legal expresa que para efectos de graduar la sanción a imponer, al Autoridad competente deberá tener en cuenta -entre otros- la naturaleza y jerarquía de las funciones desempeñadas, es decir, cuanto mayor sea la jerarquía de la autoridad y más especializada sus funciones, en relación con las faltas, mayor es su deber de conocerlas y apreciarlas debidamente.

Y, para establecer la respectiva responsabilidad administrativa funcional deberá tenerse en cuenta lo prescrito en el Reglamento de Organización y Funciones, Manual de Organización y Funciones, Reglamento Interno de Trabajo, Directivas, Manuales de Procedimientos, etc., de la respectiva Entidad Pública 
.

No obstante lo anterior, resulta que con fecha 07 de diciembre del 2010 fue publicado en el Diario Oficial El Peruano la Ley N° 29622, Ley que modifica la Ley N° 27785, Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, y amplía facultades en el proceso para sancionar en atería de responsabilidad administrativa funcional, y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 023-2011-PCM 
, estableciéndose el procedimiento administrativo sancionador a cargo de la Contraloría General de la República por responsabilidad administrativa funcional por parte de funcionario de todo el aparato estatal.
Vigencia del artículo 10° de la Ley N° 28716 y la normatividad infralegal aprobada por la Contraloría General de la República
En otro plano, con fecha 23 de junio del 2009 se promulgó en el Diario Oficial El Peruano el Decreto de Urgencia N° 067-2009, cuyo Artículo 1° incorpora como cuarto párrafo del Artículo 10° de la Ley Nº 28716, Ley de Control Interno de las Entidades del Estado, lo siguiente:

 “(…)

El marco normativo y la normativa técnica de control que dicte la Contraloría General de la República a que se refiere el párrafo anterior serán de aplicación progresiva teniendo en cuenta la naturaleza de las funciones de las Entidades así como la disponibilidad de recursos presupuestales, debiendo entrar en vigencia cuando se culmine la aprobación de todas las Leyes de Organización y Funciones de los diversos Sectores del Gobierno Nacional y de sus respectivos documentos de gestión, así como cuando el Sistema Integrado de Administración Financiera del Sector Público SIAF SP versión II, el cual incluirá el módulo de evaluación de Control Interno, esté implementado en los tres niveles de gobierno.”
Asimismo, el Artículo 2° señala que:

“las Normas Técnicas de Control a que se refiere el primer párrafo de la Primera Disposición Transitoria, Complementaria y Final de la Ley Nº 28716, serán dictadas por la Contraloría General de la República, en concordancia con el nuevo texto del Artículo 10 de la Ley Nº 28716 aprobado por el presente Decreto de Urgencia”.

Sin embargo, con fecha 09 de julio del 2011 fue publicada en el Diario Oficial El Peruano la Ley N° 29743, cuyo Artículo 1° sustituye el Cuarto Párrafo del Artículo 10° de la Ley N° 28716, por el texto siguiente:

"Artículo 10°. Competencia normativa de la Contraloría General de la República:

(...)
El marco normativo y la normativa técnica de control que emite la Contraloría General de la República en el proceso de implantación del sistema de control interno, toma en cuenta la naturaleza de las funciones de las Entidades, proyectos de inversión, actividades y programas sociales que estas administran."
Asimismo, el Artículo 2° deroga los Artículos 2° y 3 del Decreto de Urgencia N° 067-2009.
Aquí surge la siguiente interrogante: ¿se encuentra vigente el Artículo 10° de la Ley N° 28716, respecto de la implantación del Sistema de Control Interno en las Entidades del Estado?.

Ciertamente la respuesta es afirmativa. Veamos las razones:

a) El primigenio Artículo 10° de la Ley N° 28716, señaló que la Contraloría General de la República dictará la normativa técnica de control que oriente la efectiva implantación y funcionamiento del control interno en las Entidades del Estado, así como su respectiva evaluación.

b) En base a ello, la Contraloría General de la República emitió las Normas de Control Interno y la Guía para la Implementación del Sistema de Control Interno de las Entidades del Estado; es decir, con vigencia desde el 31 de octubre del 2008.
c) Luego, el Decreto de Urgencia N° 067-2009 suspendió la inmediata implementación del control interno, indicando que la misma será progresivo (claro está que no se especificó la fecha de comienzo ni de culminación), teniendo en cuenta la naturaleza de las funciones de las Entidades así como la disponibilidad de recursos presupuestales, debiendo entrar en vigencia cuando se culmine la aprobación de todas las Leyes de Organización y Funciones de los diversos Sectores del Gobierno Nacional y de sus respectivos documentos de gestión, así como cuando el Sistema Integrado de Administración Financiera del Sector Público SIAF SP versión II.
d) Y, finalmente mediante Ley N° 29743 derogó el citado DU, señalando que dicho proceso de implantación deberá tomar en cuenta la naturaleza de las funciones de las Entidades, proyectos de inversión, actividades y programas sociales que estas administran.

Por todo ello, queda absolutamente claro que desde el 10 de julio del 2011 (fecha de entrada en vigencia de la Ley N° 29743), todas las Entidades de los tres Niveles de Gobierno: 262 del Gobierno Nacional, 384 del Gobierno Regional, y 1,834 del Gobierno Local (divididos en 195 de Municipalidades Provinciales y 1639 Municipalidades Distritales), deben tener ya listos (vigentes y operativos, es decir, en funcionamiento) tanto las normas legales (leyes, decretos legislativos) o infralegales (Directivas, Reglamentos, Manuales, etc.) de creación, funciones, responsabilidades; así como estar integrados (interconectados) al SIAF-SP  a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas 
.

Cordialmente,

Autor:
Fernando Valdivia Correa.
fvaldiviacorrea@hotmail.com
ABOGADO-EGRESADO DE LA 

MAESTRÍA EN DERECHO CONSTITUCIONAL

MAESTRISTA DE LA MAESTRÍA EN COMPORTAMIENTO ORGANIZACIONAL Y DE RECURSOS HUMANOS

� Primer Párrafo del Artículo 74º de nuestra Carta Política, de aplicación supletoria.


� Sobre este particular, en la Sentencia recaída en el Expediente Nº 0042-2004-AI/TC, FJ Nº 09, Tercer Párrafo, el Tribunal Constitucional señaló: “A criterio de este Tribunal Constitucional no existe identidad entre el principio de legalidad y el de reserva de ley. Mientras que el principio de legalidad, en sentido general, se entiende como la subordinación de todos los poderes públicos a leyes generales y abstractas que disciplinan su forma de ejercicio y cuya observancia se halla sometida a un control de legitimidad por jueces independientes; el principio de reserva de ley, por el contrario, implica una determinación constitucional que impone la regulación, sólo por ley, de ciertas materias. En tal sentido, cabe afirmar que mientras el Principio de legalidad supone una subordinación del Ejecutivo al Legislativo, la Reserva no sólo es eso sino que el Ejecutivo no puede entrar, a través de sus disposiciones generales, en lo materialmente reservado por la Constitución al Legislativo. De ahí que se afirme la necesidad de la Reserva, ya que su papel no se cubre con el Principio de legalidad, en cuanto es sólo límite, mientras que la Reserva implica exigencia reguladora”.


�	Sancionada por Ley Nº 28411 Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, señala que el Presupuesto se ejecuta anualmente, coincidiendo con el año calendario, esto es, se inicia el 1 de enero y culmina el 31 de diciembre de cada año fiscal. Asimismo, comprende la Ejecución del Gasto Público, incluyendo las Etapas del Compromiso, Devengado y Girado (Pagado).


�	Comprende al personal nombrado (Decreto Legislativo N° 276),l contratado (Decreto Legislativo N° 728) y bajo el régimen del contrato administrativo de servicios (Decreto Legislativo N° 1057).


�	Ley de Contrataciones del Estado, Decreto Legislativo N° 1017.


�	Ídem Cit.


�	Ley de Procedimiento Administrativo General, Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo:


	1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:


	1.1. Principio de legalidad.- Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas.


�	Artículo 239º de la Ley Nº 27444.


�	Artículo 6º de la Ley de Contrataciones del Estado.


�	Publicado en el Diario Oficial El Peruano con fecha 18 de marzo del 2011.


�	Al respecto, el Señor Marco Antonio Cosme López (�HYPERLINK "http://marcoacosmel.blogspot.com/2010/08/siaf-ii-modernizacion-del-sistema.html"�http://marcoacosmel.blogspot.com/2010/08/siaf-ii-modernizacion-del-sistema.html�) refiere que el Sistema Integrado de Administración Financiera del Sector Público (SIAF-SP) se define como una herramienta informática estándar de registro y control del gasto público que tiene la finalidad de administrar en todas las entidades públicas del Gobierno Nacional (GN), Gobierno Regional (GR) y Gobierno Local (GL), tres procesos básicos de la gestión financiera pública: 1. Programación del uso de los recursos públicos; 2. Ejecución de la programación (gestión de ingresos, gastos y financiamiento); 3. Rendición de cuentas y contabilidad.
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